
LOS DETALLES DEL PROCESO CONTRA EL ANARQUISTA SALVADOR PUIG ANTICH, EL

ÚLTIMO EJECUTADO POR GARROTE VIL, HACE HOY 40 AÑOS, SON AÚN MATERIA

RESERVADA. EL HISTORIADOR GUTMARO GÓMEZ BRAVO DIBUJA, CON DOCUMENTOS

DE LA EMBAJADA DE EEUU, EL MOMENTO POLÍTICO QUE PRECIPITÓ LA CONDENA

E l 2 de marzo de 1974, hace ahora
40 años, un médico militar certifi-
caba la muerte en la cárcel Mode-
lo de Barcelona de Salvador Puig

Antich “por parada cardiorespiratoria por
garrote”. Tenía 25 años. Su figura ha sido
popularizada por el cine, pero las circuns-
tancias de su caso siguen envueltas en una
espesa niebla. El caso fue decretado “mate-
ria informativa reservada” y así sigue. La
solicitud de revisión del proceso contra
Puig Antich ha sido denegada dos veces,
pero el caso sigue abierto en Argentina —
en manos de la juez María Ser-
vini de Cubría, que recibió la
querella por genocidio de las
víctimas del franquismo ini-
ciada por Baltasar Garzón—.
La prohibición de acceder a la
documentación policial custo-
diada por el Ministerio del In-
terior continúa vigente. Esta
imposibilidad de acceder a
los documentos oficiales, ha
mantenido vivos una serie de
tópicos que ocultan la dimen-
sión de una ejecución que
marcó la hoja de ruta del final
de la dictadura, incapaz ya de
mantenerse sin el uso de la
fuerza.

El proceso, desarrollado
entre septiembre de 1973 y
marzo de 1974, fue mucho
más que una simple vengan-
za por la muerte del presiden-
te del Gobierno Carrero Blan-
co. Se cruzó con la primera
crisis del Gobierno de su suce-
sor, Arias Navarro, abierta por
la decisión de endurecer a to-
da costa la política represiva y
terminar con cualquier experi-
mento reformista.

Arias, que había sido direc-
tor general de Seguridad y mi-
nistro de Interior, fue el elegi-
do por Franco para ello. Al
contrario de lo que se suele
asegurar, Arias no se planteó
ni siquiera la posibilidad del
indulto a Puig Antich, asunto
al que apenas dedicó tiempo.
Sus planes no pasaban por
contrariar la sentencia de un
tribunal militar, y mucho me-
nos la de un asesino de un
policía de la Brigada Político Social. La co-
rrespondencia del Gobierno Civil de Barce-
lona, y, sobre todo, dos documentos inédi-
tos, los informes de 28 de febrero y de 29
de marzo de 1974 de la Embajada de Esta-
dos Unidos en Madrid, así lo demuestran.

La causa judicial estaba prácticamente
terminada antes de la muerte de Carrero.
A finales de noviembre de 1973, el fiscal
militar emitió sus conclusiones provisiona-
les en las que pedía ya la pena capital. El
atentado del 20 de diciembre aceleró su
tramitación, pero no alteró el rumbo. Fue-
ron declarados hábiles los días de Navidad
y, el 31 de diciembre, mientras Arias Nava-
rro era recibido en El Pardo con honores,
el fiscal reiteraba su petición de pena de
muerte para Puig Antich.

El Gobernador Civil de Barcelona, To-
más Pelayo Ros, intentó mediar antes de
que la sentencia se hiciera definitiva en el
consejo de guerra fijado para el 8 de enero.
Escribió una carta el 1 de enero al nuevo
ministro de Interior haciendo dos observa-
ciones sobre el proceso. “La primera es la

duda existente sobre si Puig Antich tiene
un perfecto conocimiento de los hechos
realizados o se encuentra afectado por al-
gún trastorno mental. La segunda, si los
disparos que recibió el cuerpo del policía
señor Anguas procedían todos ellos del ar-
ma empuñada por Puig Antich, puesto
que no está suficientemente demostrado
cuántas veces disparó”. La respuesta fue
esta breve nota manuscrita: “Al subsecreta-
rio de despacho para que me hable y pre-
pare contestación evasiva”. El Ejército te-
nía luz verde.

El 8 de enero, Puig Antich era condena-
do a muerte por un tribunal en el que el
mismo capitán general de Cataluña había
pedido la presencia de “capitanes jóvenes
resolutivos”. La sentencia fue ratificada
por el Consejo Supremo de Justicia Mili-
tar, un día antes del discurso de toma de
posesión de Arias Navarro ante las Cortes,
el conocido como Espíritu del 12 de febre-
ro.

El Gobierno no tenía dudas, solo calcu-
ló el momento para solapar la presión inte-
rior y exterior con una clara intencionali-
dad política: desacreditar a los reformis-
tas, aplacar a la extrema derecha y congra-
ciarse con el Ejército y la Policía. Así lo
explicaba el embajador norteamericano,
Horacio Rivero, al secretario de Estado
Henry Kissinger: “El interés del Gobierno
en el orden público y su sensibilidad a las
presiones de la extrema derecha, explica la
decisión de ejecutar al anarquista catalán
Puig Antich. Para tomar esta decisión, el
Gobierno se ha mostrado públicamente
del lado de la ley y el orden antes que de la

moderación de los países extranjeros y los
grupos liberales españoles”.

“En la clase política española”, según
Rivero, “prevalecía el sentimiento favora-
ble a la ejecución, pero era un asunto deli-
cado que podía írsele de las manos al Go-
bierno. Además de empeorar la mala ima-
gen ante Europa y bloquear el ingreso en
el Mercado Común, una política favorable
a la pena de muerte produciría una divi-
sión con los aperturistas, incluida parte de
la Iglesia”. No se equivocó. El 24 de febrero
estallaba la crisis: el obispo de Bilbao, Anto-

nio Añoveros, era acusado de
alentar el separatismo en sus
homilías. Arias pidió al secre-
tario de Exteriores que convo-
cara al nuncio apostólico el 1
de marzo.

Esa misma tarde estaba
convocado un consejo de mi-
nistros para aprobar la ejecu-
ción. A Puig Antich le queda-
ban exactamente 12 horas de
vida. El jefe de Policía de Bil-
bao comunicó al obispo que
debía abandonar el país. El
cardenal Tarancón informó al
Gobierno de que esas amena-
zas podían ser sancionadas
con la excomunión, forzando
la implicación del propio
Franco en el asunto Añove-
ros, pero no intervino en el de
Puig Antich, como a veces se
ha dicho.

La decisión de no conmu-
tar la pena de muerte estaba
tomada bastante tiempo
atrás. El 28 de febrero, Rivero
informó sobre su encuentro
del día anterior con el secreta-
rio general de Iberia, Carlos
Viniegra, quien le habría ase-
gurado que la decisión del Go-
bierno de ejecutar a Puig Anti-
ch se habría tomado “hace se-
manas, pero no se haría públi-
ca hasta el regreso del viaje de
los Príncipes”, que se encon-
traban de gira oficial por Fili-
pinas, India y Arabia Saudí.
Los príncipes habían regresa-
do a Madrid el 27 de febrero y
la crisis debía resolverse de
manera inmediata de orden
del propio Arias, que quería

evitar a toda costa los problemas provoca-
dos tras los indultos del proceso de Burgos
a varios miembros de ETA.

Las verdaderas razones de la ejecución
de Puig Antich, por tanto, estaban radica-
das en el malestar anterior a la muerte de
Carrero. Así lo señaló el embajador Rivero
en un documento crucial fechado el 29 de
marzo: “Todo indica que al optar por una
ejecución rápida, el Gobierno quería evitar
a toda costa la lección del proceso de Bur-
gos de 1970, donde las dudas y las vacila-
ciones finales que llevaron al indulto pre-
ocuparon muy seriamente a los militares,
la policía y a sus aliados más conservado-
res, que lo vieron como una prueba de
debilidad convertida en una victoria por
los agitadores de dentro y fuera de Espa-
ña”. El tiempo de las conmutaciones y los
indultos había pasado, como quedó de-
mostrado poco después.O

Fragmento del libro Puig Antich: la transición inaca-
bada (1973-2013), de próxima aparición, de Gutma-
ro Gómez Bravo, profesor de Historia Contemporá-
nea de la Universidad Complutense.

Por RAFAEL MÉNDEZ

P edro de la Hoz recuerda cuando el
mar llenaba la bahía de Portmán.
“Era una preciosidad ver esa bahía
limpia como una patena al atarde-

cer”. Hasta 1957 Portmán fue una herradura
perfecta, un puerto natural usado desde los
romanos. Hasta que ese año comenzaron
los vertidos mineros de la empresa francesa
Peñarroya, millones de toneladas de fango
con metales pesados que durante 34 años
colmataron la rada y crearon el gran punto
negro en el Mediterráneo.

De la Hoz fue de alguna forma cómplice.
Él trabajó en Peñarroya como ingeniero téc-
nico de minas entre 1968 y 1991, cuando
cerró la fábrica. España estaba ya en la
Unión Europea y los franceses vendieron
por una peseta la firma para quitarse proble-
mas. “Cuando paseo por allí me entra un
desconsuelo muy grande. Sé lo mal que lo
hemos hecho, pero éramos unos mandaos,
unos muertos de hambre que ganábamos
un jornal”, reflexiona este hombre de 70
años —gorra, gafas de sol y barba blanca de
dos días—. Está en un café en La Unión, el
pueblo minero y flamenco a 10 kilómetros
de la bahía y al que pertenece Portman.

Su consuelo es su hijo. Se llama como él,
Pedro de la Hoz, y también es ingeniero
técnico de minas. Nació en 1972, mientras
él llevaba un turno de la fábrica y procura-
ba sacar todo el plomo y la plata posible de
la sierra minera. Como las vetas eran malas,
Peñarroya volaba enormes cantidades de
tierra y en el lavadero Roberto, en su día el
mayor de Europa, la trataba con productos
químicos. Solo una mínima parte valía. El
resto, un lodo parduzco con reactivos y res-
tos de plomo, zinc, cadmio, se vertía a la
bahía a través “del chorro”. Tiraban miles
de toneladas al día al mar. Tanto, que el
chorro había que moverlo con frecuencia y
cada vez quedaba menos de la enorme ba-
hía usada desde los romanos, los que die-
ron origen a su nombre: Portus Magnus.

El hijo de De la Hoz no puede tener un
empleo más distinto. Ha sido contratado
allí por la empresa alemana Aria Internatio-
nal, intermediaria especializada en “hierro
secundario”, el que se obtiene de yacimien-
tos no convencionales. Desde hace meses,
Aria, en colaboración con la española Accio-
na, realiza sondeos para conocer la compo-
sición de los vertidos de Peñarroya para
darle salida comercial. De la Hoz hijo está
sobre la pequeña plataforma fondeada en
mitad de la bahía. Quiere aprovechar el
buen tiempo que al fin permite avanzar en
los sondeos y medio en serio medio en bro-

ma les dice a los obreros gallegos que mane-
jan la pontona: “Hoy hay que comer un
bocadillo rápido y si acabáis antes hay pri-
ma para todos”.

Los 35 millones de toneladas que satura-
ron la rada y arrasaron el fondo marino han
sido un quebradero de cabeza para los Go-
biernos en los últimos 23 años. Pero ahora,
la demanda china de materias primas cam-
bia el panorama: esos residuos albergan hie-
rro, y el hierro tiene interés comercial.

Arturo Gutiérrez, ingeniero responsable
de los trabajos de Aria, explica su proyecto:
“Podemos dragar la ensenada sin coste para
el contribuyente y mandar el hierro a las
acerías de China”. Aria calcula que de los 20
millones de toneladas de residuos accesi-
bles —no se puede sacar todo lo vertido,
pues llegó 12 kilómetros mar adentro—, en-
tre cuatro y cinco son de hierro. El precio de

la magnetita se ha duplicado desde 2009, y
ronda los 120 dólares (87 euros) la tonelada.
Aria ha anunciado una inversión de 250 mi-
llones en ocho años para extraer todo el
material, con lo que recuperaría la línea de
costa de 1957. Pretende mandar el hierro a
China, usar la arena para regenerar la playa
y esconder el resto —que incluye metales
pesados tóxicos— en las antiguas minas. Es-
tima que crearía 300 empleos directos.

El alcalde de La Unión, el popular Fran-
cisco Bernabé, está encandilado con el pro-
yecto: “Es una paradoja que la minería repa-
re lo que la minería destruyó”. Este tipo gran-
de y carismático llega casi a la hora de co-
mer al Ayuntamiento y allí le aborda una
hilera de concejales con cuitas. El consisto-
rio está en un edificio modernista de princi-
pios del siglo XX, cuando La Unión era una
rica ciudad minera. Explica que en Portmán

se extraía el 70% del plomo de la península y
el 20% de la plata, pero el hierro no alcanza-
ba el 70% de ley que exigían entonces las
acerías europeas. “Pero sí supera el 52% que
exige la industria China y el 54% de India”,
añade con un leve brillo en los ojos.

Antes que Aria fue la empresa española
Editec la que se interesó por el yacimiento,
pero es la firma alemana la que ha tomado
la delantera, según las fuentes consultadas.
El pasado 20 de febrero, la Comunidad de
Murcia aprobó la propuesta de resolución
para declarar “yacimiento de origen no natu-
ral” la bahía de Portmán, paso previo para
su explotación. El Ministerio de Medio Am-
biente ultima el pliego de condiciones del
concurso público para que las empresas
que quieran puedan optar a extraer el mine-
ral, algo de lo que el departamento no cono-
ce precedentes.

El impulso para dar un uso comercial a
los residuos de Portmán es el mismo que ha
llevado a reabrir las minas de Riotinto (Huel-
va) o Aznalcóllar (Sevilla): el apetito chino e
indio por las materias primas, que hace ren-
tables explotaciones hasta ahora ruinosas.

Pero al pueblo no llega el rumor del mer-
cado internacional de minerales. Lo que pre-
domina es un escepticismo regado durante
los lustros de promesas incumplidas. “Es un
paripé para llegar a las próximas elecciones.
No me creo ese proyecto, no me creo que el
hierro vaya a pagar la regeneración. Ade-
más, los vertidos no eran homogéneos a lo
largo de la bahía”, opina Luis Martínez, ex-
presidente del comité de empresa de
Peñarroya, donde trabajó como mecánico
durante 25 años. El alcalde comprende las
dudas: “Claro que la gente no se lo cree,
porque nos han contado todo tipo de pelícu-
las durante más de veinte años. Y lo han
hecho los de todos los partidos. Pero esta
vez sí lo veo porque hay negocio, y depende
de la iniciativa privada”.

El problema es que el plan de extraer los
minerales arrincona el proyecto que el Go-
bierno aprobó en 2011 para regenerar parte
de la bahía. Consistía en extraer tres millo-
nes de toneladas de estériles (siete veces me-
nos de lo que plantean Aria y Acciona) y
recuperar parte de la línea de costa, pero sin
retroceder hasta la situación de 1957. “Es
inviable hacerlo ahora con dinero público”,
admite Pablo Saavedra, director general de
Costas, que cifra el coste en 80 millones.
“No me parece mal que alguien se enriquez-
ca con esto, pero la extracción de mineral
tiene que estar supeditada al proyecto públi-
co de regeneración”, añade.

Esa es la principal traba, que el plan ini-
cial contemplaba sacar un volumen de verti-
dos menor, y ampliarlo hasta donde quiere

Aria requeriría probablemente más permi-
sos. “Todo indica que habría que realizar
otra declaración de impacto ambiental”, se-
gún el responsable de Costas del ministerio.
Una nueva declaración implica fácilmente
dos años de trámites, salvo que la empresa
acepte comenzar con el proyecto del minis-
terio mientras tramita la ampliación.

El plan tiene detractores. Dos profesoras
de Químicas de la Universidad de Murcia,
María José Martínez y Carmen Pérez, que
han estudiado el sitio para el ministerio, se
oponen en sus alegaciones al “movimiento
enorme y peligroso de residuos”. Los grupos
ecologistas y vecinales muestran recelos si-
milares. Su reivindicación histórica es recu-
perar la línea de costa de 1957, pero dudan
de las intenciones de la empresa y del minis-
terio. Creen que la explotación minera no
solo enterraría la regeneración prometida,
sino que “condicionaría el futuro de la bahía
otra vez a una concesión minera”.

El director de Costas insiste en que las
condiciones impedirán eso, y que los avales
que exigirán harán imposible que alguien
abandone el proyecto a medias si, por ejem-
plo, cae el precio de las materias primas.

Pedro de la Hoz padre recuerda todos los
planes fallidos. Él ingresó en el PSOE local
para mover la recuperación, y cuenta que
entregó el carné harto de que le tomaran el
pelo. “Llegaba el año anunciado de cada
regeneración y no se movía un esparto”.
Casi cada Gobierno ha tenido su anuncio
para Portmán, y sin embargo ahí sigue la
placa sobre el antiguo puerto deportivo, ro-
deado de matas y tierra: “Este es el club más
modesto de todo el gran litoral, que espera
ese presupuesto para que el mar pueda en-
trar”.

De la Hoz sí confía en que esta vez va en
serio. Esgrime como prueba el dinero que

ya ha invertido Aria, que la empresa cifra
en 1,1 millones. “Ha habido mucho bla,
bla, bla, pero estos señores son los únicos
que han llegado con dinero”, apostilla De
la Hoz hijo. El cierre de la mina no solo
dejó la ensenada aterrada y la amargura
en sus habitantes, sino que sumió al pue-
blo en la ruina. “Tenemos el flamenco (el
Festival del Cante de las Minas), pero eso
es un caramelo por el que muchos mata-
rían, pero del que no se come. Para nues-
tra desgracia, el paro en La Unión es del
42% y la regeneración de la bahía nos da-
ría una oportunidad”, resume el alcalde.
Los empleos en los campos de golf y en los
hoteles de La Manga, al otro lado de la
sierra, no compensan el cierre de
Peñarroya: la mina fue la vida de La Unión
y después su condena. Puede que sus resi-
duos ayuden a su renacer. O

Este vertedero es una mina
España declarará yacimiento los residuos tóxicos que colmataron la bahía murciana de Portmán.
Con el auge de las materias primas, una firma alemana planea exportar a China el hierro que queda

Portada de El Caso, semanario especializado en sucesos, con la noticia de la
ejecución, el 2 de marzo de 1974, de Puig Antich, en la prisión Modelo de
Barcelona, y Heinz Ches (transcrito como Chez), en Tarragona. Fueron los
últimos condenados a los que se aplicó en España el garrote vil.

40 años bajo secreto

Arriba, la bahía de Port-
mán, en La Unión (Mur-
cia), colmatada de resi-
duos tóxicos. Sobre estas
líneas, los operarios que
realizan sondeos para la
empresa alemana Aria en
una plataforma fondeada
en la bahía para conocer
la composición de los resi-
duos depositados en el le-
cho marino. A la izquier-
da, “el chorro” de verti-
dos que entre 1957 y 1991
sepultó la bahía, a finales
de los años 80.
Fotos: Pedro Valeros.

El Gobierno dice que no
tiene los 80 millones para
la regeneración y confía
en la inversión privada
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